BOLETIN Nº 64-10 (S)





INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA, RECAIDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRAMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL "PROTOCOLO FACULTATIVO DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLITICOS."





HONORABLE CAMARA:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, pasa a informaros el proyecto de acuerdo señalado en el epígrafe, aprobado unánimemente por el H. Senado en su sesión del 18 de diciembre de 1990.
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I.� ANTECEDENTES GENERALES.





El Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos sometido a vuestra consideración, es un tratado multilateral adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas conjuntamente con el Pacto, en su resolución 2.200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966.





El objetivo fundamental de este Protocolo es ampliar a los individuos la instancia que el Pacto estableció para el conocimiento y examen de .las comunicaciones que los Estados pueden presentar al Comité de Derechos Humanos, sobre las violaciones de los derechos que el mismo Pacto enuncia en que pueden incurrir otros Estados.





De este modo, el Protocolo Facultativo completa el sistema aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas para la protección de los derechos humanos, reconociéndole a los individuos la capacidad jurídica internacional para recurrir directamente al Comité de Derechos Humanos, sin la intermediación de sus Gobiernos, en las condiciones procesales que os expondremos más adelante.





Cabe haceros notar que el Comité de Derechos Humanos, regulado en la Parte IV del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, entre sus artículos 28 a 45, es un órgano integrado por dieciocho miembros, elegidos en votación secreta, realizada según principios de la distribución geográfica equitativa y de la participación de los principales sistemas jurídicos, en la que los Estados Partes en el Pacto pueden postular hasta dos de sus nacionales que reúnan condiciones de gran integridad moral y reconocida competencia en materia de derechos humanos. Los integrantes así elegidos, ejercen sus funciones a título personal; esto es, independientemente de las orientaciones políticas o de las instrucciones gubernamentales.





La competencia del Comité no se impone a los países por el sólo hecho de su incorporación al Pacto; su aceptación es facultativa ya que ellos pueden declarar, en cualquier momento, conforme al artículo 41 del Pacto, que reconocen dicha competencia para conocer y examinar las comunicaciones en que los Estados Partes sostengan que otro no cumple su obligación de respetar los derechos enunciados en el Pacto.





La competencia del Comité para conocer y examinar las comunicaciones de los individuos tampoco se impone a los Estados Partes del Pacto; en este caso también se requiere de un reconocimiento expreso, que se manifiesta por la incorporación del Estado al Protocolo Facultativo en informe.





Nuestro país, no obstante que se obligó internacionalmente a cumplir las disposiciones del Pacto a partir del 10 de febrero de 1972, sólo lo incorporó a su orden jurídico interno el 29 de abril de 1989, al publicarlo en el Diario Oficial de esa fecha. Hasta el momento, dieciocho años después de haberse hecho Parte, no ha manifestado su voluntad de reconocer la competencia del Comité ni para los efectos del artículo 41 del Pacto ni en el caso regulado por el Protocolo Facultativo.





En el Mensaje con que S.E. el Presidente de la República ha remitido al H. Senado el proyecto de acuerdo que os informamos, señala, en lo sustancial, que estas son materias pendientes, que el Gobierno considera fundamentales.





Acerca de la declaración del artículo 41, señala que ella constituye uno de los aspectos más relevantes del Pacto, por lo que significa en el desarrollo de procesos de control para el efectivo reconocimiento y goce de los derechos humanos. Agrega que por haberse depositado el instrumento de ratificación nacional, sin la declaración señalada, los Estados Partes del Pacto no pudieron presentar comunicaciones relativas a los alegados incumplimientos atribuidos al régimen autoritario de las obligaciones contenidas en el Pacto.





Por ello, anuncia que el Gobierno reconocerá la competencia del Comité, formulando la declaración de que trata el artículo 41 del Pacto, pero sólo en relación a hechos cuyo principio de ejecución sea posterior al 11 de marzo de 1990.





Es del caso señalaros que con análoga limitación nuestro país reconoció la competencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, según se dejó constancia en la parte considerativa del decreto supremo Nº873, de 1990, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 5 de enero del presente año, promulgatorio de la "Convención Americana sobre Derechos Humanos", denominada "Pacto de San José de Costa Rica".








	Respecto del Protocolo Facultativo, el Mensaje comenta su artículo 1º, que contempla el reconocimiento de competencia del Comité para recibir y considerar comunicaciones de los individuos, señalando que esta disposición constituye un progreso manifiesto en la protección de los derechos humanos, al otorgarle a las personas una capacidad de sujeto de derecho internacional hábil para poner en actividad los mecanismos de control.





Por último, entre los antecedentes generales os señalamos que al mes de abril de 1990, cincuenta y cuatro países se habían hecho Partes del Protocolo Facultativo; entre ellos 19 países de América, El Caribe, incluidos Argentina, Bolivia, Perú; 16 de Europa; 13 de Africa, y 3 de Asia.





II.- IDEAS MATRICES 0 FUNDAMENTALES DEL PROYECTO DE ACUERDO �





	Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios pertinentes, cabe señalaros que el proyecto de acuerdo sometido a vuestra consideraci6n os propone la aprobación de un tratado internacional denominado "Protocolo Facultativo" del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos", respecto del cual sólo podéis tomar decisiones de aprobación o rechazo, sin modificar su texto, al tenor de lo dispuesto por el artículo 50, Nº 1, de la Constitución Política, no obstante las enmiendas formales que pudiera pareceros necesario introducir al artículo único del proyecto de acuerdo.





III.� SINTESIS DEL CONTENIDO DEL PROTOCOLO FACULTATIVO.





Las normas sustantivas de este instrumento son las comprendidas entre sus artículos 1 al 7, inclusive; las restantes, contenidas entre los artículos 8 y 14, corresponden a las cláusulas finales de todo tratado multilateral.





Según el artículo 1º, todo Estado Parte en el Pacto que se hace Parte del Protocolo reconoce la competencia del Comité para recibir y considerar comunicaciones de individuos víctimas de una violación por el Estado bajo cuya jurisdicción se encuentre de cualquiera de los derechos enunciados en el Pacto. El Comité no puede recibir comunicaciones que conciernan a un Estado Parte en el Pacto que no sea Parte en el Protocolo.





Los artículos 2º y 3º fijan las condiciones de admisibilidad en las comunicaciones de los individuos:





	a) Deben hacerse por escrito;


	b) Después de haber agotado todos los recursos internos disponibles;





	c) No debe ser anónima;


	d) No debe constituir un abuso del derecho a presentar comunicaciones, y


	e) Debe ser compatible con las disposiciones del Pacto.





Al tenor del artículo 4º, el Comité deberá poner las comunicaciones que reúnan tales condiciones, en conocimiento del Estado Parte del que se afirme que ha violado cualquiera de las disposiciones del Pacto, el que tendrá seis meses para responder por escrito con las explicaciones o declaraciones que aclaren el asunto y señalen las medidas que haya adoptado al respecto.





	El artículo 5º establece cinco reglas de procedimiento que debe seguir el Comité durante el examen de las comunicaciones: 


a) Debe tomar en cuenta toda información escrita que le proporcione el individuo y el Estado interesado;





b) Debe cerciorarse de que el mismo asunto no haya sido sometido a otro procedimiento de examen o arreglo internacional y que el individuo haya agotado todos los recursos jurisdiccionales internos, a menos que la tramitaci6n de éstos se prolongue indefinidamente.





c) Debe sesionar a puerta cerrada y presentar sus observaciones tanto al Estado Parte interesado como al individuo antes de la comunicación.





El artículo 6º dispone que el Comité deberá incluir en su informe anual a la Asamblea General de las Naciones Unidas un resumen de las actividades que desarrolle en virtud de la competencia que le otorga el Protocolo.





El artículo 7º contempla una salvaguarda del derecho de petición de los pueblos coloniales a recurrir al Comité mientras sus países no logren su independencia.





Las cláusulas finales se refieren a las materias siguientes:





� Firma, ratificación y adhesión al Protocolo, reservadas sólo para los Estados Partes en el Pacto (artículo 8º).





� Vigencia: este instrumento entró en vigor el 23 de marzo de 1976, por haberse cumplido en esa fecha los tres meses siguientes al depósito del décimo instrumento de ratificación, conforme lo dispone el Nº 1 del artículo 9º.





De acuerdo con el Nº 2 de este artículo, el Protocolo regirá para Chile tres meses después de haber depositado su instrumento de adhesión o ratificación, según el caso.





� Enmiendas: todo Estado Parte en el Protocolo podrá proponerlas por intermedio del Secretario General de las Naciones Unidas, para ser discutidas en una Conferencia de los Estados Partes, conforme al artículo 11.





� Denuncia: todo Estado Parte puede desvincularse del Protocolo, en cualquier momento, mediante notificación dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas (artículo 12).





IV.� DECISION DE LA COMISION.





La Comisión, luego de analizar las diferentes diposiciones del Protocolo Facultativo, llegó a la conclusión que su objetivo se orienta, precisamente, a dar una mayor garantía al respecto de los derechos humanos, por cuanto, tal como lo señala el Mensaje, otorga a las personas "una capacidad de sujeto de derecho internacional hábil para poner en actividad los mecanismos de control.".





	Asimismo, tomó plena conciencia de la necesidad de que los afectados, antes de recurrir al Comité, acrediten haber agotado todos los 	recursos que les permite ejercer el ordenamiento interno del respectivo país, salvo el caso de prolongación indefinida de los mismos, como también tuvo en cuenta el carácter confidencial del procedimiento, toda vez que el Comité funciona en privado y sus observaciones se hacen llegar al interesado y al Estado Parte.





No obstante lo anterior, cabe consignar que haciendo referencia a la declaración que, según. señala el Mensaje, formulará el Presidente de la República para dar vigencia práctica al artículo 41 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Diputado señor Yunge precisó que para que el Comité de Derechos Humanos pueda recibir denuncias de violaciones a tales derechos, resulta indispensable que cada Estado Parte formule expresamente la declaración de reconocer competencia al Comité para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte no cumple las obligaciones que le impone el Pacto.





Asimismo, ante las dudas expresadas por el Diputado señor Ribera, se aclaró que la exigencia de declaración expresa en el sentido indicado, implicaba que, no obstante la aprobación del Pacto por nuestro país, la falta en dicha oportunidad de la declaración, no significaba ni envolvía la formulación de una reserva por parte del Gobierno chileno de la época que, por medio de este acto, se quisiera levantar o dejar sin efecto, sino simplemente una omisión.








Finalmente, a petición de los señores Guzmán, Longton y Mekis, se precisó que los términos "principio de ejecución", empleados por el Mensaje para referirse a los hechos respecto de los cuales el Presidente de la República formulará la declaración que se comenta, se refieren a hechos acaecidos con posterioridad al 11 de marzo de 1990, únicos sobre los que el Comité de Derechos Humanos podrá pronunciarse en caso de que se lo requiera.





Hechas estas consideraciones y aclaraciones, se procedió al cierre del debate, aprobándose el proyecto de acuerdo por unanimidad.





V.� CONSTANCIA.





	Para los efectos de lo dispuesto en los números 2º, 4º y 5º del artículo 286 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:





	1º.- Que el proyecto de acuerdo no contiene disposición alguna que tenga el carácter de orgánica constitucional o de quórum calificado;





	2º.� Que sus disposiciones no son de la competencia de la	Comisión de Hacienda, y





 	3º.� Que su artículo único se aprobó por unanimidad.





VI.- TEXTO QUE PROPONE LA COMISION.





li. �





De conformidad a lo señalado, esta Comisión recomienda la aprobación del proyecto de acuerdo en los mismos términos propuestos por el Honorable Senado.





"PROYECTO DE ACUERDO:





"Artículo único.- Apruébase el "Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos", adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución Nº 2. 200 A, de 16 de diciembre de 1966.".".





VII.� DIPUTADO INFORMANTE..





La Comisión designó Diputado Informante, por acuerdo unánime, al señor Guillermo Yunge Bustamente y para el caso de que este parlamentario no pudiere dar cumplimiento a su cometido, nombró como Informante Alterno, también por unanimidad, al señor Sergío Pizarro Mackay..











	SALA DE LA COMISION, a 13 de diciembre de 1991.





Acordado en sesiones de fechas 12 de noviembre y 13 de diciembre del año en curso, con la asistencia de los señores Diputados Sergio Pizarro Mackay (Presidente), Carlos Dupré Silva, Dionisio Faulbaum Mayorga, Pedro Guzmán Alvarez, Luis Le Blanc Valenzuela, Arturo Longton Guerrero, Federico Mekis Martínez, Jorge Morales Adriasola, Teodoro Ribera Neumann y Guillermo ,Yunge Bustamante.





EUGENIO FOSTER MORENO


Secretario Accidental





